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	Moderadores
	Germán Lozano Villegas, docente investigador del Departamento de Derecho Constitucional.

	Ponentes participantes:

	Carlos Eduardo Gechem Sarmiento, docente investigador del Departamento de Derecho Constitucional.

Jhoana Alexandra Delgado Gaitán, directora del Doctorado en Derecho.

Floralba Padrón Pardo, directora del Instituto de Estudios Constitucionales Carlos Restrepo Piedrahíta.

	Temas abordados en la presentación:

	
Germán Lozano, para introducir el tema del panel, realizó una breve reseña histórica sobre el origen y fundamento del estado de excepción en la Constitución de 1991. Y, posteriormente, Lozano expuso la metodología de análisis que ha empleado la Corte Constitucional para efectuar el control de constitucionalidad del decreto de declaratorio del estado de excepción y sus decretos legislativos; de cara al estudio del caso concreto: el Decreto 62 de 2025 que declara el estado de conmoción en la región del Catatumbo.

Carlos Gechem presentó un estudio general del decreto declaratorio, y, preliminarmente, señaló que su análisis crítico: i) no pretende minimizar la grave situación humanitaria del Catatumbo, ii) pero cuestiona que el Gobierno Nacional logre demostrar que la perturbación del orden público de esta región sea más grave que la de los departamentos del Cauca o Chocó.

Más adelante, Gechem afirmó que el decreto declaratorio del Catatumbo cumple con los requisitos formales que ha exigido la jurisprudencia constitucional, a saber: i) está firmado por el presidente de la República y por todos los ministros del despacho; ii) está motivado formalmente; iii) tiene una delimitación temporal y territorial; iv) citó al Congreso de República para su control político, y v) fue enviado a la Corte Constitucional para su control de constitucionalidad.

Respecto a los requisitos materiales, Gechem indicó que ahí estaba el punto más interesante de la discusión porque para decretar el estado de conmoción interior el Gobierno Nacional debe demostrar que existe una grave alteración de orden público. Antes de analizar el caso concreto, el panelista definió el orden público como “el conjunto de condiciones de seguridad, tranquilidad que permiten el desarrollo libre de los individuos y de los derechos fundamentales”. 

En ese orden de ideas, Gechem señaló que el Gobierno Nacional no acreditó el cumplimiento el requisito material fáctico en la medida en que los argumentos que presentó no eran hechos concretos, palpables y verificables, como lo exige la jurisprudencia constitucional; el expositor consideró que la mayoría de los argumentos carecían de una fuente verosímil, tales como: i) la presencia de grupos armados organizados; ii) el aumento de hectáreas de coca; iii) el número de esquemas de la Unidad Nacional de Protección (UNP) o iv) el número de personas que cruzaron la frontera colombo venezolana.

Frente al segundo requisito material, el elemento valorativo, Gechem indicó que el decreto declaratorio no demostró que en el Catatumbo hay una grave perturbación del orden público. Esto se debe a que el Gobierno Nacional se limitó a mencionar que: i) ha habido un aumento del precio de coca; ii) existe una amenaza a la infraestructura energética; iii) el Estado no puede acceder a ciertas zonas del Catatumbo que no le permite prestar servicios públicos, y iv) el desbordamiento de la capacidad del personal de salud para atender la situación humanitaria. 

Finalmente, respecto del tercer requisito material, el elemento de suficiencia, Gechem consideró que el Gobierno Nacional no puede equiparar sus deficientes de funciones de policía en el Catatumbo (retenes de la Policía Nacional o las actuaciones del Ejército Nacional) con un problema de presupuesto. Por esa razón, el panelista cuestionó que las medidas de los decretos legislativos apunten a realizar modificaciones a leyes como la del presupuesto o el régimen de contratación de los municipios, con el fin de tener más recursos para enfrentar a los grupos armados organizados de la zona.

Jhoana Delgado expuso una reflexión sobre los decretos legislativos y su relación con el decreto declaratorio del estado de conmoción interior. En primer lugar, cuestionó los decretos legislativos que presentan dificultades por su vigencia en el tiempo, toda vez que estos solamente duran hasta tres meses después del fin del estado de conmoción interior; esto trae como consecuencia que se vuelva a la legislación anterior a menos que el decreto legislativo se adopte como legislación permanente. 

Por ese motivo, la panelista encontró estos problemas principalmente en los temas de agrícolas y de procesos de expropiación por vía administrativa en curso; hizo especial énfasis en este último asunto en la medida en que el decreto legislativo prevé un procedimiento más expedito y resulta ser una arbitrariedad desconocer los intereses de las partes de los procesos anteriores.

Por otra parte, Delgado estuvo de acuerdo medidas de protección para las autoridades locales previstas en el decreto legislativo. La exponente afirmó que es conveniente que la UNP ofrezca menores tiempos de espera para asignar un esquema de seguridad a población en riesgo.

Floralba Padrón explicó el rol del Congreso de la República en su función de control político frente a la declaratoria del estado de conmoción interior. Señaló que los congresistas se encontraban en recesos al momento de la expedición del decreto, y que de manera inmediata se reunieron para estudiarlo. 

La panelista abordó una pregunta preliminar del moderador que consistía en lo siguiente: ¿la Corte Constitucional debe pronunciarse frente al control político realizado por el Congreso sobre el decreto declaratorio? Padrón fue categórica en responder negativamente, en virtud de los principios de independencia y separación de poderes. 

Posteriormente, la expositora mencionó que los congresistas realizaron varias sesiones para valorar políticamente la decesión del Gobierno Nacional, para finalmente respaldar la declaratoria del estado de conmoción interior por medio del informe de conciliación presentado por el Senado y la Cámara de Representantes. 

Sin embargo, Padrón resaltó un detalle muy importante de la actuación del legislativo: el informe no fue votado. En este punto, la panelista cuestionó el documento debía o no ser objeto de votación. En el plano jurídico, mencionó que la Constitución, partiendo de una lectura sistemática, espera una votación del Senado de cara a una eventual segunda prórroga del estado de conmoción interior. Pero, desde la perspectiva política, el hecho de que el Congreso no haya realizado una votación sobre el informe puede interpretarse como un mensaje de doble filo para la sociedad colombiana: apoyo pero no apoyo al Gobierno Nacional.

Posteriormente, Germán Lozano presentó algunas reflexiones en torno a la legitimidad del control de constitucionalidad de los decretos declaratorios de estados de excepción. Señaló que la jurisprudencia constitucional se ha empeñado en construir una metodología objetiva para limitar las actuaciones del Gobierno Nacional en el marco del estado de excepción, con el fin de que estén ajustadas a derecho. 

No obstante, Lozano mencionó las dificultades que ha traído esta metodología, tales como: i) los elementos que analiza la Corte terminan siendo una apreciación subjetiva de una decisión política, contrario a lo que el control de constitucionalidad se propone ser, esto es, un control jurídico objetivo, y ii) las decisiones de la Corte no resultan ser predecibles en estos casos y en consecuencia no ofrecen seguridad jurídica.

Por último, planteó la conveniencia de reducir las exigencias de la jurisprudencia constitucional en el control de constitucionalidad de los decretos declaratorios hasta el punto de que la Corte Constitucional solo deba verificar que no haya un error o arbitrariedad manifiesta.


	Preguntas realizadas por el público:

	
¿Podrá el Gobierno Nacional satisfacer el requisito material de suficiencia teniendo en cuenta el marco normativo del derecho internacional humanitario?

¿Se puede saltar el control político en la emisión de los decretos legislativos?

¿Como ex viceministro del Interior cuál es su análisis de la situación humanitaria del Catatumbo?

¿Cuál es la diferencia entre el presupuesto fáctico y el valorativo?

¿Cuál es su consideración frente a la motivación del decreto sobre el orden público? ¿hay arbitrariedad?

¿Cómo operan las órdenes de la Corte Constitucional frente a los decretos legislativos del estado de conmoción interior?

¿La perturbación grave del orden público puede ser un concepto objetivo?

¿Es posible diferenciar el nivel de gravedad de la perturbación del orden público en el contexto colombiano?

	Conclusiones del evento: 

	
La Corte Constitucional se ha empeñado en elaborar una metodología objetiva para el control de constitucionalidad de los estados de excepción, evaluando tanto requisitos formales como materiales. Sin embargo, este control es objeto de críticas debido a la subjetividad con la que se interpretan los hechos que justifican la declaratoria del estado de conmoción interior; así como sus problemas de seguridad jurídica por tratarse de decisiones que son poco predecibles.

Los panelistas estuvieron de acuerdo en que el decreto declaratorio cumple con los requisitos formales exigidos por la jurisprudencia constitucional. Sin embargo, frente a los requisitos materiales no hubo unanimidad entre los exponentes sobre su satisfacción, principalmente por la falta de sustento de los hechos que dan origen a la declaratoria del estado de conmoción interior.

Y, finalmente, a pesar de que el Congreso de la República llevó a cabo el control político sobre la declaratoria del estado de conmoción interior, no sometió a votación el informe de conciliación que respaldaba la decisión del Gobierno Nacional. Esto genera incertidumbre respecto a la verdadera postura del legislativo, ya que, desde una perspectiva política, su omisión puede interpretarse como una forma de apoyo implícito pero sin asumir una postura firme frente a la decisión del Ejecutivo.
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